
DICTAMEN No. 179 
 
DOCTOR ERNESTO MARCOS EDELMANN, SECRETARIO DEL TRIBUNAL 
SUPREMO POPULAR.  
  
CERTIFICO: que el Consejo de Gobierno de este Tribunal en sesión celebrada 
el día treinta y uno de enero de mil novecientos ochenta y cuatro, adoptó el 
acuerdo que copiado literalmente dice así:  
Número 13. Se da cuenta con consulta, elevada por el conducto reglamentario, 
formulada por el Presidente de la Sala de lo Penal del Tribunal Provincial 
Popular de Santiago de Cuba que es del siguiente tenor:  
"En la causa 1025 de 1980 de la radicación de este Tribunal, que se siguió por 
un delito culposo por accidente del tránsito, de homicidio, lesiones y daños, 
contra le acusado William Fuentes Ferrales, se dictó la sentencia número 1244 
de 17 de septiembre de 1980, contra la cual se estableció recurso de casación, 
para ante la Sala de lo Penal, de ese Supremo Tribunal, radicándose el rollo 
mixto 1372 de 1980, en la que se dictó la sentencia número 262 de 15 de enero 
de 1981, por la que se sancionó al acusado, en segunda sentencia, como autor 
inmediato de un delito complejo y culposo de homicidio, lesiones y daños en 
ocasión del tránsito, a tres años de privación de libertad y como 
responsabilidad de carácter civil la obligación de indemnizar a las mismas 
personas, consignadas en la sentencia del Tribunal.  
Con fecha 22 de septiembre de 1983, fue presentado escrito ante esta Sala, 
por el ciudadano Ramón Salomón Téllez, en su nombre y en el de otros 
perjudicados, que resultaron lesionados en los hechos que dieron origen a la 
incoación de dicho procedimiento, y que aparecen incluidos como tales en el 
primer resultando probado de la premencionada sentencia, reclamando el 
derecho, que a su juicio tienen de ser indemnizados por los perjuicios que 
sufrieron. sin embargo los mismos fueron omitidos en la parte dispositiva de la 
aludida sentencia, para que se le abonaran como responsabilidad de carácter 
civil por parte del sancionado, dichos perjuicios. 
Como quiera que el Tribunal que conoció del juicio, dos de sus jueces 
profesionales, no se encuentran, uno por jubilación y otro por estar impedido 
legalmente, solicitamos de esa Superioridad, si a bien lo tiene, se nos instruya 
si es posible en el estado actual del asunto, si al amparo del artículo 50 de la 
Ley de Procedimiento Penal, mediante la aclaración de la sentencia, es posible 
salvar la omisión incurrida o en su caso el procedimiento a seguir por esta 
Sala". 
El Consejo, a propuesta del Presidente de la Sala de lo Penal, acuerda evacuar 
la consulta en los términos del siguiente: 
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Estando impedido legalmente uno de los jueces que acordaron la sentencia, no 
así el que está jubilado, el auto aclaratorio debe ser resuelto por los otros 
cuatro jueces, que forman mayoría, cumpliéndose así lo dispuesto en el párrafo 
primero del artículo cuarenta y seis de la Ley de Procedimiento Penal.  


